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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el gerente de la entidad accionada, contra la sentencia de tutela proferida el veinte (20) de febrero de dos mil (2006) por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por el ciudadano RAFAEL ANGEL SALAZAR ARANGO, donde aparece como demandada la E.P.S. Seguro Social.

2.- DEMANDA 

Se solicita el amparo de los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida digna. Informa el accionante que los médicos especialistas que lo han examinado, le han ordenado la implantación de ENDOPRÓTESIS EN AORTA INFRARENAL BIFURCADA POR ANEURISMA DE AORTA ABDOMINAL INFRARENAL, lo que han conceptuado debe realizarse de manera urgente ya que está viviendo con un solo riñón. El I.S.S. le ha negado tal procedimiento por estar fuera del POS, pero su estado de salud no da espera a una intervención por estar en constante peligro de muerte, razón que lo induce a presentar la acción, aunque dice que lo hace con dolor en el alma porque el Seguro Social le ha servido mucho. 

Agrega que no está en condiciones económicas de sufragar el costo de la intervención, por cuanto vive de una pensión del orden de $759.000, de la cual le descuentan $91.200 por concepto de salud y le queda un saldo de $668.433 con los cuales paga arrendamiento y demás gastos del hogar. 

3.- FALLO 

La señora Juez Tercera Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional, al recibir la petición incoada, de manera provisional dispuso que de manera inmediata se procediera a la colocación de la ENDOPRÓTESIS BIFURCDA DE AORTA ABDOMINAL INFRARENAL BIFURCADA.

Más tarde, en su fallo, se fundamentó en  jurisprudencia constitucional que avala la procedencia de la acción de tutela cuando, como en este caso, se ve afectado el derecho a la salud con probabilidad de incidir directamente sobre la vida del paciente. Además, sobre los requisitos exigidos para ordenar por este excepcional mecanismo la realización de procedimientos o entrega de medicamentos y elementos no incluidos en el POS.

Con tal panorama en mente, concluyó que el señor SALAZAR ARANGO no disponía de los medios económicos suficientes para sufragar el costo del procedimiento ordenado y   la incapacidad económica alegada por el accionante no había sido desvirtuada por la parte demandada, afirmación que estaba amparada en el principio de la buena fe reconocida constitucionalmente. También estaba probado que la orden médica impartida, era el producto de la remisión del paciente que se hiciera por parte de la E.P.S. Seguro Social, que el procedimiento recomendado provenía de una junta cardioquirúrgica de especialistas, con lo cual no era procedente aceptar que el mismo debería ser aprobado por el Comité Técnico Científico de la entidad, a sabiendas que era el mismo médico tratante quien expresaba se hacía necesario para mejorar la calidad de vida del accionante.

En ese orden de ideas, estimó que se había producido una vulneración de los derechos fundamentales a la salud y la seguridad social del actor, y dispuso para su protección que de inmediato realizara el Seguro Social las gestiones necesarias para autorizar y realizar el procedimiento prescrito, el cual se debía materializar en un plazo no mayor de quince (15) días. Así mismo, ordenó la atención integral que pudiera requerir el peticionario mientras subsistieran los criterios médicos que originaron la acción; además, concedió la facultad de recobro ante el FOSYGA por los sobrecostos en que incurriera la demandada por el cumplimiento del fallo y señaló que tal fondo debería emitir respuesta de conformidad con los términos contemplados en el Código Contencioso Administrativo. 
4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social, solicita en el escrito mediante el cual sustenta su disenso con el fallo proferido, que se les otorgue un plazo prudencial para la práctica del procedimiento ordenado, ante la necesidad de recurrir a la contratación directa administrativa de conformidad con la Ley 80 de 1993 y sus demás decretos reglamentarios, pues se hace imposible su programación en un período menor a treinta (30) días. Menciona además el principio que establece que “nadie está obligado a lo imposible”, por lo que el plazo de cuarenta y ocho (48) horas otorgado aparece como insuficiente.

Señala además, que el carácter de la tutela es excepcional, con la finalidad exclusiva de otorgar protección directa, efectiva e inmediata frente a vulneraciones concretas de los derechos de las personas, y por ende, no es posible avalar las órdenes que de manera genérica se impartieron por el Juez de tutela en el fallo impugnado, al disponer la atención integral, lo cual conceptúa que tiene su origen en el supuesto de que esa institución no va a suministrar al accionante los servicios que posteriormente llegue a requerir en materia de salud.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Sobre los argumentos presentados por la entidad accionada al presentar la impugnación, debe necesariamente decir la Sala que no pueden ser de recibo por lo siguiente:

El procedimiento que requiere el accionante, aparece como uno que reviste urgencia, ante la posibilidad de complicaciones intra o post operatorias en caso de decidirse la corrección del aneurisma por vía quirúrgica y por la misma clase de patología, al afectar una de las más importantes arterias del cuerpo humando como lo es la aorta abdominal. Peor aún, se trata de una persona de edad avanzada (71 años), quien además, subsiste con un solo riñón.

Aunado a lo anterior, el procedimiento ordenado, está dentro del giro normal de las actividades que de manera cotidiana debe garantizar el Seguro Social respecto de sus afiliados y usuarios. En ese entendido, es obligación de la entidad demandada realizar las gestiones administrativas previas tendientes a garantizar la efectiva prestación de los servicios que sus pacientes requieren, sin que sea posible anteponer los trámites administrativos no realizados en su debido momento, frente a los padecimientos de las personas que acuden en procura de obtener una solución a sus problemas de salud.

Por demás, al haberse comunicado con suficiente antelación a la E.P.S. ISS sobre la valoración realizada, de la cual se desprendía la necesidad de implantar la endoprótesis, no aprecia consecuente con esa realidad que sólo a la hora de ahora se pretenda agotar un trámite administrativo que estaba obligada a realizar desde el mismo momento en que tuvo conocimiento de la prescripción médica. Así las cosas, deviene que el término concedido para el cumplimiento del fallo, que valga la pena decir, en ningún momento es de cuarenta y ocho (48) horas como erróneamente se consigna en el escrito de apelación, se aprecia prudente y es consecuente con la gravedad de la condición clínica que presenta el señor SALAZAR ARANGO. 

En el otro aspecto del recurso –atención integral-, debe decir la Sala que en ningún momento se está prejuzgando acerca de la desatención de la entidad accionada, al suponerse que no prestará los servicios que requiera el tutelante. La previsión hecha al ordenar el tratamiento integral mientras subsista el criterio médico correspondiente, busca más bien facilitar los trámites que tal entidad debe realizar, en el entendido que los mismos están cobijados por el fallo emitido y que además, se deja a salvo la facultad de repetir contra el FOSYGA, de manera que se vean beneficiados así, tanto la E.P.S. Estatal como el usuario, al no producirse demoras en el suministro de la atención que se requiera. Por demás, una decisión en tal sentido sigue los lineamientos jurisprudenciales existentes sobre la materia, como medida que busca evitar que tenga que acudirse a este mecanismo excepcional, por ejemplo en el evento que como consecuencia del procedimiento ordenado, surja la necesidad de suministrar un medicamento no POS, o trasladar al paciente hasta otra ciudad. 

Finalmente, es pertinente recordar el criterio ya definido por la Sala, en el sentido que es obligación de todos los funcionarios falladores de tutela en primera instancia, verificar el cumplimiento de las órdenes dadas por intermedio de este excepcional mecanismo, dado que, por tratarse del amparo a un derecho fundamental, la interposición del recurso no exonera del acatamiento inmediato de lo decidido en el fallo, tal como lo disponen los artículos 27 y 31 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           

 IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
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